	[image: image2.png]Consejo Superior
de la Judicatura






	Consulta sentencia Juez de Paz       

Radicación 110011102000201005237 01                                                                              

M. P. Dr. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO       





	[image: image1.png]Consejo Superior
de la Judicatura





	REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA


Bogotá, D.C., cinco (5) de febrero de dos mil catorce (2014)

Magistrado Ponente:   DR. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO 

Radicación No.  110011102000201005237 01
Aprobado Según Acta  No.  005 de la misma fecha.
REF.: CONSULTA SENTENCIA CONTRA CARLOS JULIO MORA MARIÑO, EN SU CONDICIÓN DE JUEZ DE PAZ DEL DISTRITO 8 DE LA LOCALIDAD DE KENNEDY.
VISTOS
Negada la ponencia presentada por la honorable Magistrada JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
en Sala 88 del 14 de noviembre de 2013, procede la Sala a conocer por vía de CONSULTA de la sentencia proferida el 26 de abril de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá
, por medio de la cual se le impuso sanción de suspensión de 6 meses al señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO en calidad de Juez de Paz del Distrito Judicial 8º de la Localidad de Kennedy, tras hallarlo responsable de infringir el artículo 154 numerales 6º y 15 de la Ley 270 de 1996.
SÍNTESIS FÁCTICA
Dio origen a las presentes diligencias la denuncia instaurada por la señora MARÍA HELENA ACOSTA contra el ciudadano CARLOS JULIO MORA MARIÑO, Juez de Paz del Distrito 8º de la Localidad de Kennedy, ante quien tramitó una conciliación en la cual sus inquilinos se comprometieron a restituir el inmueble el 16 de agosto de 2010. Ante el incumplimiento del acuerdo se acercó nuevamente al Juez de Paz, quien le solicitó unos documentos para enviar el caso al Juzgado Civil Municipal, ofreciéndose a llevarlo si le pagaban $100.000, cancelándole dicha suma, aparte de los $17.500 cobrados el día de la audiencia y los $3.000 por la boleta de citación, lo cual nunca realizó. (Folio 1 y 2 del c.o.)

Anexó con su escrito copia del acta de conciliación No. 2010-214 del 29 de julio de 2010 ante el Juzgado de Paz de conocimiento de la Localidad 8º de Kennedy. (Folios 3 y 4 del c.o.).

ACTUACIÓN PROCESAL

1. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá avocó conocimiento el 11 de octubre de 2010, y ordenó la Apertura de Indagación Preliminar (fls 26 y 27 del c.o.), en contra del señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO, en su condición de Juez de Paz del Distrito No. 8º de la Localidad de Kennedy, etapa dentro de la cual se recaudaron las siguientes pruebas:
1.1 Copia del acta general de escrutinio por el cual fue declarada la elección de Jueces de Paz y Reconsideración del Distrito de Paz No. 8 de Kennedy, al cual pertenece el ciudadano CARLOS JULIO MORA MARIÑO como Juez de Paz, enviada por la Directora de Derechos Humanos y Apoyo a la Justicia de la Secretaria de Gobierno de la Alcaldía Mayor de Bogotá (fls 33 a 38 del c.o.).

1.2. Ampliación de queja rendida por la señora María Helena Acosta de Riaño, en la cual ratificó haber acudido al Juez de Paz, logrando un acuerdo conciliatorio con su arrendatario, pero aquél se incumplió, razón por la cual nuevamente recurrió al Juez CARLOS JULIO MORA MARIÑO, quien solicitó el certificado de libertad del inmueble para llevarlo al Juzgado Civil, indicándole que si deseaba acelerar su trámite le tenía que dar $100.000 entregándole en ese momento $50.000, y cuando le entregó los otros $50.000 le hizo firmar un documento, el cual no leyó por lo que no conoció el contenido del mismo. (Folios 65 a 67 del c.o.).

1.3. Diligencia de versión libre rendida por CARLOS JULIO MORA MARIÑO,  en su calidad de Juez de Paz del Distrito Judicial No. 8 de la Localidad de Kennedy, acompañado de abogado de confianza Dr. MIGUEL ÁNGEL MORA MARIÑO, quién negó las manifestaciones realizadas en su contra por la quejosa señalando que:

“Nosotros hicimos el proceso de restitución de inmueble, pero cuando salió del despacho del Juzgado 67 ya los inquilinos se habían ido de la casa y ella argumenta que nosotros no hicimos ninguna solicitud de restitución. Del mismo modo en el momento de solicitar que realizáramos el oficio para la restitución del inmueble yo le comente que le hacíamos el oficio y ella tenía que radicarlo en los Juzgados Civiles y ella comentó que no sabía cómo hacerlo y nos pidió el favor de que nosotros lo hiciéramos pero yo le comente que nosotros hacíamos era el oficio pero a ella le competía hacer la diligencia, ella no solicitó si teníamos una persona que pudiera realizar esa gestión y yo le comente que había un muchacho que hacía esas diligencias el cual nada tenía que ver con el Juzgado de Paz y cobraba unos honorarios de $100.000 de nombre Pedro pero no recuerdo el apellido. La señora María aceptó de que se lo consiguiéramos para que hiciera la gestión y efectivamente el señor Pedro hizo los trámites en el Juzgado.”

Respecto a las gestiones adelantadas como Juez de Paz, las reseñó así: la realización de la citación a la conciliación para el 29 de julio de 2010, data en la cual llegaron las partes a un acuerdo; debido al incumplimiento, elaboró la solicitud de restitución con destino a los jueces civiles, de cuya radicación fue encargado el señor Pedro; adujo que como Juez de Paz en ningún momento le cobró a la quejosa, pero como ella argumentó desconocer cómo hacer la radicación fue encargado el señor Pedro; adujo que en ningún momento le cobró a la quejosa, pero como ella argumentó desconocer cómo hacer la radicación se le informó sobre la persona que podía colaborarle, únicamente le cobró los $17.100 del acta de conciliación. (Folio 52 a 54 del c.o.)
2. Mediante proveído del 12 de abril de 2011, la Magistrada Sustanciadora, dispuso la apertura de investigación disciplinaria contra el ciudadano CARLOS JULIO MORA MARIÑO en su condición de Juez de Paz del Distrito Judicial No. 8 de la Localidad de Kennedy (Folios 68 y 69 del c.o.).
En esta etapa se recaudaron las siguientes pruebas:

2.1. Oficio No. 1095 del 6 de abril de 2011 emanado del Juzgado 67 Civil Municipal de Bogotá, mediante el cual comunicó que en atención al oficio número 1512-2010-5237-EVA fue revisado el sistema siglo XXI en búsqueda de la información del proceso con radicado No. 2010-015.. Resultando que la información que existe con tal radicado no corresponde a la solicitada. (Folio 70 del c.o.).

2.2. Oficio No. 1631 del 27 de mayo de 2011 mediante el cual el Juzgado 67 Civil Municipal de Bogotá, comunicó que el número de radicado del expediente si correspondia a uno de los procesos que se encontraban en el Despacho, pero las partes no correspondían, ni tampoco la clase de proceso, pues el proceso 2010-015 es un Ejecutivo Singular, en donde el demandante es COMERCIALIZADORA INTERNACIONAL HISPANOAMERICA y el demandado IVACON LTDA, además en ese Despacho no se encontró ningún proceso en donde la demandante sea la señora MARÍA HELENA ACOSTA. (Folio 90 del c.o.).

2.3. El 27 de julio de 2011 se realizó diligencia de ampliación de versión del señor Carlos Julio Mora Mariño, en presencia de su defensor de confianza, quién indicó que “…el señor Pedro se gana la vida haciendo diligencias, él hace las gestiones en los diferentes juzgados pero no trabaja internamente con nosotros o conmigo. Hace dos años lo conozco. En el caso de la quejosa el señor llevó el oficio que yo hice para la restitución de inmueble al Juzgado con la autorización de la señora María. Quiero manifestar que lo utilice ya que la señora MARIA por la avanzada edad y el desconocimiento de realizar los trámites pidió el favor y también le deje claro a ella como Juez de Paz no tenía que realizarlo. La quejosa no tuvo contacto con el señor GÓMEZ RAMÍREZ. Personalmente yo le dije el costo del trámite que iba a hacer el señor GÓMEZ RAMÍREZ, y ella solicitó el servicio porque desconocía el trámite y estuvo de acuerdo en cancelar la suma de $100.000.El señor GÓMEZ RAMÍREZ radicó la solicitud del trámite de restitución de la quejosa ante los Jueces Civiles y salió en reparto al Juzgado 67 Civil Municipal bajo radicado 2010-01358 00. Yo no recibí ningún beneficio económico por contactar al señor GÓMEZ RAMÍREZ, simplemente fue un favor de buena fe. El estado actual del mismo esta al despacho, la restitución salió pero no se reclamó porque la señora Martha notificó días antes que los inquilinos se habían ido.” (Folios 109 al 111 del c.o.).

3. El 25 de octubre de 2011 se cerró la presente investigación con fundamento en el artículo 53 de la Ley 1474 de 2011 del 12 de julio de 2011.

4. Mediante auto de fecha 10 de abril de 2012, el a quo formuló cargos en contra del señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO, en su condición de Juez de Paz del Distrito Judicial No.8 de la Localidad de Kennedy, por la presunta infracción a las prohibiciones establecidas en los numerales 6º y 15º del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, faltas consideradas como graves, a título de dolo, manifestando que:

“…con ocasión del trámite de la conciliación No. 214 del 29 de julio de 2010, toda vez que los convocados no dieron cumplimiento a los compromisos allí acordados, la quejosa allí le solicitó al querellado que se enviaran los documentos pertinentes al Juzgado para la restitución del inmueble (recuerde que dichas conciliaciones tienen el carácter de cosa juzgada), ante lo cual, el mismo le manifestó que si le daba $100.000 los llevaba. Aunque el señor Juez de Paz querellado reconoce haber recibido los $100.000, afirma que los hechos no sucedieron como los narra la quejosa porque él nunca le cobró por la diligencia de restitución, sino que ella les solicitó que tenían una persona para hacer esa diligencia, ante lo cual le comentó que había un muchacho de nombre Pedro que cobraba unos honorarios de $100.000 y que fue así como la precitada entregó los $100.000 y el señor en mención radicó los documentos, los que le correspondieron al Juzgado 67 Civil Municipal de Bogotá. Sobre el particular debe indicarse que demostrada como está la entrega de los dineros en mención al aquí querellado, independientemente de que los documentos de interés de la quejosa hubieran sido radicados ante los Juzgados por él o por el señor Pedro, al mismo no le estaba permitido, en su calidad de Juez de Paz, proceder a recibir dineros de los usuarios de sus servicios por actuaciones, trámites o procesos relacionados con el ejercicio de sus funciones de administrar en equidad, no obstante ser esa labor gratuita y no poder recibir ninguna contraprestación o remuneración económica a nombre propio o de un tercero”. (Folios 132 a 141 del c.o.)
5. El Juez de Paz acusado se notificó de los cargos formulados en su contra el 26 de abril de 2012. En el traslado para ejercer su defensa, el disciplinable guardó silencio. Por auto del 16 de octubre de 2012 se corrió traslado común de 10 días a los sujetos procesales para alegatos finales. (Folio 171 del c.o.).

6. El 15 de enero de 2013, el Ministerio Público conceptuó manifestando que el implicado llevó a cabo la conducta irregular endilgada, pues en su condición de Juez de Paz, no sólo recomendó una persona para adelantar las diligencias requeridas por la denunciante sino que también recibió dinero para pagarle al supuesto tramitador, transgrediendo el estatuto disciplinario, pues le estaba prohibido “tanto recomendar personas para adelantar trámites ya que se pondría en duda la imparcialidad de su actuación, como también el hecho de recibir cualquier clase de remuneración por las actividades relacionadas con su cargo”. (Folios 177 a 180 del c.o.).

LA SENTENCIA CONSULTADA
La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, el 26 de abril de 2013, emitió sentencia en este asunto, mediante la cual sancionó con SUSPENSIÓN de SEIS (6) meses en el ejercicio del cargo al señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO, en su condición de Juez de Paz del Distrito 8 de la Localidad de Kennedy, al encontrarlo disciplinariamente responsable de infringir las prohibiciones consagradas en el artículo 154 numerales 6º y 15º de la Ley 270 de 1996.
Para arribar a la anterior determinación, argumentó el a quo que fue el Juez de Paz quién sugirió a la señora María Helena Acosta el pago de la suma de $100.000, al parecer con destino al tercero tramitador, surgiendo evidente la existencia de interés por parte del ciudadano MORA MARIÑO, es decir que la entrega del mencionado capital está demostrado, independientemente de que los documentos de interés de la quejosa hubieran sido radicados ante los Juzgados, por cuanto al mismo no le estaba permitido en su condición de Juez de Paz proceder de tal manera, esto era recibir dineros de los usuarios por sus actuaciones, trámites o proceso relacionados con el ejercicio de sus funciones, la cual es administrar justicia en equidad, por cuanto dicha labor es gratuita.

A juicio del Seccional de instancia, la infracción del deber por parte del investigado está claramente demostrada, pues surgió evidentemente la afectación de la dignidad del cargo y la contradicción con los postulados de la honorabilidad y moralidad que deben observar todas sus actuaciones. (Folios 249 a 263 del c.o.).
Por lo que respecta a la sanción, indicó que atendiendo a los criterios previstos en el artículo 47 de la Ley 734 de 2002, la conducta del encartado resultó lesiva socialmente, ya que la conducta atribuida generó en el conglomerado social una mala imagen para la Administración de Justicia que representa, así mismo se advirtió su actuar doloso, la ausencia de antecedentes disciplinarios, la causación de los perjuicios a la señora María Helena Acosta, pues además de permanecer a la expectativa esperada como era la restitución del inmueble arrendado, debió asumir el pago de $100.000 para tramitar la solicitud ante los Jueces Civiles, por lo que la sanción a imponer era la de suspensión (art. 44.3 Ley 734/2002), lo cual implicaba la separación del cargo, en este caso durante 6 meses. (fls. 182 a 200 del c. o.).

El anterior fallo fue notificado por edicto al Juez de Paz inculpado según lo obrante a folio 216 de cuaderno original,  sin que se hubiera interpuesto recurso de apelación. En razón de lo anterior, el dossier fue remitido a esta Sala a efectos de desatar el grado jurisdiccional de consulta.

CONSIDERACIONES DE LA SALA
DE LA COMPETENCIA.
La Sala es competente para conocer de este asunto en el grado de CONSULTA  según  los términos del artículo 208 de la Ley 734 de 2002, que establece: “Consulta. Las sentencias u otras providencias que pongan fin de manera definitiva a los procesos disciplinarios de que conocen en primera instancia los Consejos Seccionales de la Judicatura y no fueren apeladas, serán consultadas con el superior solo en lo desfavorable a los procesados.”
De acuerdo con lo anterior, tiene competencia esta Sala para conocer por vía de consulta de la sentencia emitida el 26 de abril de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, por la cual se impuso SUSPENSIÓN DE 6 MESES en el ejercicio al Juez de Paz de la Localidad 8º de Kennedy,  señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO, pero antes de abordar el fondo del asunto, es necesario traer a colación lo sostenido por esta Sala en providencia aprobada en acta 41 del 4 de mayo de 2011, radicado 2007-00461, en la cual se fijaron lineamientos en torno al régimen disciplinario de los jueces de paz, en la siguiente forma:

“DE LOS JUECES DE PAZ Y DE RECONSIDERACIÓN.

Considera la Sala, en primer lugar, que debe sentar precedente en torno al régimen disciplinario de los jueces de paz,  las sanciones y el procedimiento a seguir en materia de los miembros de la citada jurisdicción.

En tal orden de ideas, y previo al pronunciamiento que deba hacerse respecto de la sentencia consultada, con vocación de permanencia, la Sala se referirá a continuación sobre:

1. La naturaleza de la jurisdicción de paz, 

2. Los jueces de paz como sujetos disciplinables y el juez competente, 

3. Aplicación de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, 

4. Procedimiento disciplinario, y  

5. Faltas y sanciones en que pueden incurrir los jueces de paz.

1.  NATURALEZA DE LOS JUECES DE PAZ

Uno de los objetivos principales que se propuso el Constituyente de 1991 en materia de administración de Justicia, fue el de agilizarla, a través de procedimientos que permitan la descongestión de los despachos judiciales y garanticen el acceso a todos los ciudadanos.

A tal efecto, la Constitución Política consagró, de un lado la posibilidad de que los particulares sean investidos transitoriamente de la función de administrar justicia, en condición de conciliadores o de árbitros habilitados por las partes, para proferir fallos en derecho o en equidad (art. 116 C.P.); de otro lado, le atribuyó función jurisdiccional en materias precisas a determinadas autoridades administrativas (ibídem); y, por otro lado, estableció las llamadas jurisdicciones de los pueblos indígenas, dentro de su ámbito territorial (art. 246 C.P.), por una parte, y los jueces de paz (art. 247 C.P.), por la otra.

Se trata, en todos estos casos, de mecanismos que buscan, como antes se señaló, hacer más expedita la administración de justicia al tratar de  zanjar controversias que no revistan especial significación jurídica, pero que de todas formas pueden alterar la pacífica convivencia de los ciudadanos, individualmente considerados, o de las comunidades a las cuales pertenecen
.

Entonces, los jueces de paz y reconsideración fueron creados en la Constitución Política de 1991, como una jurisdicción especial, a quienes se les invistió de facultades para resolver en equidad conflictos individuales y comunitarios:

“ARTICULO 247. La ley podrá crear jueces de paz encargados de resolver en equidad conflictos individuales y comunitarios. También podrá ordenar que se elijan por votación popular”.

Debe entenderse entonces, que conforme al artículo 116
 de la Carta Política,  los jueces de paz se encuentran incluidos dentro de la expresión “jueces”, cuando la norma enseña quiénes administran justicia.

El desarrollo legal de la norma constitucional citada fue la Ley 497 de 1999, la cual reiteró que las decisiones de dichos jueces son en equidad (artículo 3º), señaló su objeto y competencia (arts. 8 y 9), siendo el artículo 14 donde se consagró su naturaleza:

“Artículo 14. Naturaleza y requisitos. Los jueces de paz y los jueces de reconsideración son particulares que administran justicia en equidad, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y la presente ley.

Para ser juez de paz o de reconsideración se requiere ser mayor de edad, ser ciudadano en ejercicio, estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos y haber residido en la comunidad respectiva por lo menos un (1) año antes de la elección”.

Pero es más, fruto de la modificación de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia -Ley 1285 del 22 de enero de 2009-, expresamente la Jurisdicción de Paz es considerada como parte de la Rama Judicial del Poder Público, y se advierte que sus jueces ejercen la función jurisdiccional; en tal sentido los artículos 4º y 5º de la norma en cita consignan:

“Artículo 4°. Modifíquese el artículo 11 de la Ley 270 de 1996: 
 

“Artículo 11. La Rama Judicial del Poder Público está constituida por: a)…b)…c)…

d)  De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz.”

 

 
“Artículo 5°. El artículo 12 de la Ley 270 de 1996 quedará así:
 

Artículo 12. Del ejercicio de la función jurisdiccional por la rama judicial. La función jurisdiccional se ejerce como propia y habitual y de manera permanente por las corporaciones y personas dotadas de investidura legal para hacerlo, según se precisa en la Constitución Política y en la presente Ley Estatutaria.

 

Dicha función se ejerce por la jurisdicción constitucional, el Consejo Superior de la Judicatura, la jurisdicción de lo contencioso administrativo, las jurisdicciones especiales tales como: la penal militar, la indígena y la justicia de paz, y la jurisdicción ordinaria que conocerá de todos los asuntos que no estén atribuidos por la Constitución o la ley a otra jurisdicción”.

 

2.  LOS JUECES DE PAZ COMO SUJETOS DISCIPLINABLES Y EL JUEZ COMPETENTE.

El artículo 34 de la Ley 497 de 1999, considera a los jueces de paz como sujetos disciplinables, señala su juez natural y de manera enunciativa señala faltas  y sanciones:

“Control disciplinario. En todo momento el juez de paz y los jueces de paz de reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la Sala Disciplinaria del Concejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo”.

La competencia de esta jurisdicción para adelantar actuaciones disciplinarias se encuentra ratificada en la cláusula general de competencia de la jurisdicción disciplinaria de que trata el artículo 193 de la Ley 734 de 2002, que dice:

“Alcance de la función jurisdiccional disciplinaria. Mediante el ejercicio de la función jurisdiccional disciplinaria, se tramitan y resuelven los procesos que, por infracción al régimen disciplinario contenido en el presente estatuto, se adelanten contra quienes ejerzan funciones jurisdiccionales de manera permanente, transitoria u ocasional, excepto quienes tengan fuero especial”.

Adicionalmente y de manera expresa, el artículo 216 de la misma normatividad citada indica:

“Competencia. Corresponde exclusivamente a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de los Consejos Seccionales de la Judicatura juzgar disciplinariamente, en primera instancia, a los Jueces de Paz”.
3.  ¿SE APLICA LA LEY ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA  A LOS JUECES DE PAZ?

Se trata de establecer si son aplicables a los jueces de paz las normas relativas a deberes y prohibiciones de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.

Encontramos al respecto que en el capítulo VI, del Libro III de la citada norma estatutaria, dedicada a la responsabilidad del Estado y de sus funcionarios y empleados judiciales, en su artículo 74 se prevé:

“Las disposiciones del presente capítulo se aplicarán a todos los agentes del Estado pertenecientes a la Rama Judicial así como también a los particulares que excepcional o transitoriamente ejerzan o participen del ejercicio de la función jurisdiccional de acuerdo con lo que sobre el particular dispone la presente Ley Estatutaria.

En consecuencia, en los preceptos que anteceden los términos «funcionario o empleado judicial» comprende a todas las personas señaladas en el inciso anterior”.

De hecho, cuando la Guardiana de la Constitución ejerció el control automático y previo de esta norma de especial jerarquía, expresamente la declaró exequible y la ratio decidendi de su decisión indicó:

“Esta norma se limita a advertir que la responsabilidad por causas relacionadas con la administración de justicia se aplica a todos aquellos que en forma permanente o transitoria hagan parte de ella. Valga anotar que, en este último caso, se incluyen igualmente a las autoridades indígenas y a los jueces de paz, pues en el momento de dirimir con autoridad jurídica los conflictos de su competencia, ellos son realmente agentes del Estado que, como se vio, también están sometidos al imperio de la Constitución y de la ley y, por tanto, también son susceptibles de cometer alguna de las conductas descritas en los artículos anteriores del presente proyecto de ley. Con todo, debe puntualizarse que, habida cuenta las explicaciones dadas respecto de los artículos anteriores, el último inciso de la norma bajo examen no cobija a los magistrados que pertenecen a las altas cortes u órganos límite en los términos establecidos en esta providencia.

La disposición, bajo estas condiciones, será declarada exequible”
.

Luego, la respuesta al cuestionamiento planteado es positiva y con carácter de cosa juzgada, valga decir, de obligatorio acatamiento y con efectos erga omnes; pero adicionalmente, como ya se indicó, la reciente reforma de la Ley Estatutaria vincula la jurisdicción de paz como parte de la Rama Judicial del Poder Público e indica que sus jueces ejercen funciones jurisdiccionales.

Ahora bien, siendo que por mandato constitucional y legal, los jueces de paz profieren decisiones en equidad, en esa medida los jueces disciplinarios deben evaluar en cada caso, cuándo la norma imperativa o de prohibición estatutaria que pueda constituir una falta disciplinaria, resulta o no aplicable, pues la infracción a muchas de estas normas sólo podrían aplicarse a quienes deciden en derecho, y pueden resultar no serlo para los jueces de paz dada su naturaleza y función.
4. ¿CUÁL ES EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO APLICABLE? 

Conforme al artículo 66 de la Ley 734 de 2002, el procedimiento que esa misma codificación prevé debe ser aplicado, entre otras autoridades, por la jurisdicción disciplinaria:

“Artículo  66. Aplicación del procedimiento. El procedimiento disciplinario establecido en la presente ley deberá aplicarse por las respectivas oficinas de control interno disciplinario, personerías municipales y distritales, la jurisdicción disciplinaria y la Procuraduría General de la Nación. 

El procedimiento disciplinario previsto en esta ley se aplicará en los procesos disciplinarios que se sigan en contra de los particulares disciplinables conforme a ella”.

Jurisdicción disciplinaria que, naturalmente, está conformada por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales y Superior de la Judicatura.

De suerte que siendo que los jueces de paz hacen parte de los destinatarios del régimen disciplinario a cargo de esta Jurisdicción, no existe razón alguna para que no se aplique el mismo procedimiento contenido en la Ley 734 de 2002.

5. ¿CUÁLES SON LAS FALTAS EN QUE PUEDEN INCURRIR LOS JUECES DE PAZ Y CUÁLES LAS SANCIONES A IMPONER?

La Ley 497 de 1999 en materia disciplinaria, en el ya citado artículo 34, señaló:

“Control disciplinario. En todo momento el juez de paz y los jueces de paz de reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la Sala Disciplinaria del Concejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo”.

Se pregunta la Sala si cabe predicar que allí se encuentra el régimen de faltas y sanciones para los jueces de paz, y de hecho, que la única sanción imponible a éstos es la remoción del cargo, respondiendo desde ahora que no.

Admitir tal hipótesis comportaría, en primer lugar, ni más ni menos total desconocimiento del principio constitucionalidad de legalidad, pues sin duda que allí no se señalan las descripciones genéricas, impersonales y abstractas (tipicidad) que puedan ser consideradas como faltas y a las cuales deban atenerse  tanto los jueces de paz como sus jueces disciplinarios, y en tales condiciones, se atenta contra la seguridad jurídica que reclama en materia punitiva la existencia  de una ley previa, cierta o inequívoca y escrita; y entonces no podemos admitir que la mencionada norma contenga el catálogo de faltas.

De otra parte, de interpretarse que la sanción de remoción del cargo es la única aplicable, sin duda alguna conllevaría a la vulneración del derecho a la igualdad y el desconocimiento de los principios de proporcionalidad y favorabilidad, pues no se entendería que a los Jueces y Magistrados de las demás jurisdicciones, quienes por demás contrario a los jueces de paz, son personas versadas en leyes, sí se les pueda infligir sanciones más benignas, como lo es la amonestación, multa y suspensión del cargo, claro está, dependiendo de la gravedad de la conducta y la forma de culpabilidad, aspectos éstos últimos que por demás no establece la Ley 497 de 1999, pero a los cuales debe acudir el juez disciplinario para efectos de la determinación de la graduación de la sanción conforme la regulación prevista en la Ley 734 de 2002.

¿Y entonces dónde se encuentra el catálogo de faltas?  En la misma normatividad que las de los demás Jueces de la República; su definición, o el fundamento de su tipicidad lo prevé el artículo 196 de la ley 734 de 2002, que dicho sea de paso reúne la exigencia de la legalidad de las sanciones:

“Falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este código.”

Deberes, prohibiciones, inhabilidades, impedimento incompatibilidades y conflicto de intereses que se encuentran en la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, de cuyos destinatarios hacen parte los jueces de paz, en los ya citados términos del artículo 74 de dicha normatividad y con el alcance que a tal disposición dio la Corte Constitucional con carácter de cosa juzgada constitucional y por expresa disposición de los artículos 11 y 12 modificados por la Ley 1285 de 2009; una vez más llamando la atención sobre la específica función de estos jueces y la naturaleza de sus fallos; así como los que puedan prever la Ley 497 de 1999 y demás normas que regulen la función de los jueces de paz.”

DEL CASO EN PARTICULAR.
Teniendo en cuenta los anteriores parámetros, es claro que en el presente caso el trámite dado a las presentes diligencias se adelantó conforme el procedimiento establecido en la Ley 734 de 2002 “Código Disciplinario Único”, y que el pliego de cargos irrogado al Juez de Paz CARLOS JULIO MORA MARIÑO se fundó en el catálogo de deberes y prohibiciones previstos en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de Administración de Justicia”, por lo que no se observa causal alguna de nulidad.

Entrando al estudio del asunto puesto a consideración de esta Sala, de cara a la imputación central efectuada al Juez de Paz MORA MARIÑO, esta es, haber trasgredido las prohibiciones establecidas en el artículo 154 numerales 6º y 15º de la Ley 270 de 1996, cuyo tenor respectivamente son: “Realizar en el servicio o en la vida social actividades que puedan afectar la confianza del público u observar una conducta que pueda comprometer la dignidad de la administración de justicia.” y “ Recibir cualquier tipo de remuneración de los interesados en un proceso, por actividades relacionadas con el ejercicio del cargo”

Ahora, el primer requisito que debe auscultar el operador judicial para determinar la posibilidad de imponer sanción, está relacionado con el aspecto objetivo de la falta.

Si las normas que prescriben las prohibiciones imputadas hacen alusión a la realización de actos en el servicio que puedan afectar la confianza del público u observar conducta que compromete la dignidad de la justicia, así como recibir cualquier tipo de remuneración de los interesados en un proceso, por actividades relacionadas con el ejercicio del cargo.
En efecto ninguna discusión puede darse en torno a que el hecho de recibir dineros por parte de un funcionario -en este caso un juez de paz- con destino a tercera persona para adelantar un trámite judicial de restitución de bien inmueble arrendado, se constituye en una actividad que afecta la confianza de la comunidad en la administración de justicia, puesto que se pierde la fe y tranquilidad para acudir a la institución, en tanto que no se advierte como un ente imparcial sino interesado e injusto, aunado a que dicha práctica está expresamente prohibida por la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, ya que sus actos deben ser regidos por principios de gratuidad, eficiencia, eficacia, moralidad etc.

Para esta Sala dicha conducta encontró demostración probatoria, ya que el para el 29 de julio de 2010 la ciudadana MARÍA HELENA ACOSTA buscó la orientación y colaboración del Juez de Paz CARLOS JULIO MORA MARIÑO con ocasión de inconvenientes presentados con el señor Charles Yonatan Ferrer frente a la entrega del bien inmueble ubicado en la Carrera 88 A No. 39-04 Sur – Patio Bonito; así lo corroboran las copias del acta de conciliación obrantes a folios 3 y 4 del cuaderno original, junto con las manifestaciones de la quejosa bajo la gravedad del juramento y del disciplinable en su versión libre.

Al igual se encuentra comprobado que ante el incumplimiento del acuerdo conciliatorio la señora María Helena Acosta acudió nuevamente ante el Juez de Paz, quien le manifestó que debía proceder a remitir las diligencias a los Juzgados Civiles Municipales de Bogotá, con la finalidad de agotar el trámite de restitución y ante el desconocimiento del procedimiento y dificultades que tenía la hoy quejosa para adelantar la gestión, el Juez CARLOS JULIO MORA MARIÑO le sugirió un tercero tramitador a quien debía pagarle la suma de $100.000, cantidad que el funcionario en efecto solicitó y recibió.

La anterior circunstancia se encuentra claramente demostrada en la exposición de la señora María Helena Acosta en la queja del 26 de agosto de 2010 y su posterior ratificación, aunado con lo manifestado por el Juez de Paz CARLOS JULIO MORA MARIÑO en su versión libre, al indicar que “…yo le comente que había un muchacho que hacia esas diligencias el cual nada tenía que ver con el Juzgado de Paz y cobraba unos honorarios de $100.000 de nombre Pedro pero no recuerdo el apellido. La señora María aceptó de que se lo consiguiéramos para que hiciera la gestión y efectivamente el señor Pedro hizo los trámites  en el Juzgado…” (Folios 52 a 53 del c.o),  y posteriormente en ampliación de versión recaudada el 27 de julio de la misma anualidad, refirió que “La quejosa no tuvo contacto con el señor GÓMEZ RAMÍREZ. Personalmente yo le dije el costo del trámite que iba a hacer el señor GÓMEZ RAMÍREZ, y ella solicitó el servicio porque desconocía el trámite y estuvo de acuerdo en cancelar la suma de $100.000.El señor GÓMEZ RAMÍREZ radicó la solicitud del trámite de restitución de la quejosa ante los Jueces Civiles y salió en reparto al Juzgado 67 Civil Municipal bajo radicado 2010-01358 00.(Folios 109 a 111 del c.o.).
Por lo anterior fulge con claridad que fue el Juez de Paz CARLOS JULIO MORA MARIÑO quien sugirió a la señora Acosta el pago de la suma de $100.000 y la recibió al parecer con destino al tercero tramitador PEDRO GÓMEZ RAMIREZ, el cual fue citado en varias oportunidades para escucharlo en declaración, sin ser posible su comparecencia, según lo obrante a folios 96, 103, 114, 115 del c.o.

Así las cosas, ninguna dificultad presenta el asunto, en su aspecto objetivo, pues como se dijo anteriormente el recibir dineros de la parte interesada en un proceso para ejercer sus funciones por parte de un funcionario que administra justicia, sin duda que se concreta en la prohibición señalada en el numeral 15º del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, y el efecto de tal conducta redundaría en que dicha actividad afecta la confianza de la comunidad en la impartición de justicia, perdiéndose la fe y la tranquilidad para acudir a la misma, en tanto que se presentaría como un ente interesado, circunstancia que sin duda se tipifica en el numeral 6º del artículo 154 de la Ley 270 de 1996.

Es por lo anterior que esta Sala encuentra necesario precisar que en cuanto a la prohibición contenida en el numeral 6º de la Ley 270 de 1996 y por la cual se le formuló pliego de cargos al Juez de Paz CARLOS JULIO MORA MARIÑO, que tiene que ver con Realizar en el servicio o en la vida social actividades que puedan afectar la confianza del público u observar una conducta que pueda comprometer la dignidad de la administración de justicia deberá ser subsumida en la falta imputada, descrita en el numeral 15º de la misma normatividad, es decir, en la prohibición expresa, concreta y específica de recibir cualquier tipo de remuneración de los interesados en un proceso, por actividades relacionadas con el ejercicio del cargo, ya que como se evidenció en el plenario el mencionado funcionario recibió una suma de dinero para la realización de sus funciones, lo cual le está prohibido expresamente generando sin duda con su comportamiento desconfianza e indignidad en la administración de justicia.
Lo anterior, por cuanto se cumple con los presupuestos básicos referidos por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia 27383 A del 25 de julio de 2007. Magistrado Ponente: Dr. Yesid Ramírez Bastidas, al explicar el concurso aparente de delitos-mutatis mutandis-;
“…El concurso aparente de delitos ocurre —que bien se ha clarificado es solo un aparente concurso—, cuando una misma situación de hecho desplegada por el autor pareciera adecuarse a las previsiones de varios tipos penales, cuando en verdad una sola de estas normas es aplicable al caso en concreto, atendiendo razones de especialidad, subsidiaridad o consunción que las demás resultan impertinentes por defectos en su descripción legal o porque las hipótesis que contienen van más allá del comportamiento del justiciable. 

Se trata, por ende, de un formal acomodamiento de la conducta a dos disímiles descripciones que la punen en la ley, solo que el análisis de sus supuestos bajo aquellos postulados generales de contenido jurídico elaborados por la doctrina posibilitan descartar su material concurrencia, por entrar, preferiblemente, uno de ellos a colmar en los distintos órdenes de los principios que los regulan, con mayor amplitud en sus características estructurales, o en el desvalor de conducta que es predicable o en el nivel de afectación del bien jurídico que es objeto de tutela con su contemplación legal. 

La jurisprudencia ha señalado que el concurso aparente de tipos penales tiene como presupuestos básicos (i) la unidad de acción, esto es, que se trata de una sola conducta que encuadra formalmente en varias descripciones típicas, pero que realmente solo encaja en una de ellas, (ii) que la acción desplegada por el agente persiga una única finalidad y (iii) que lesione o ponga en peligro un solo bien jurídico, de manera tal que la ausencia de uno de tales elementos conduce a predicar el concurso real y no el aparente”.

Ahora, en cuanto al aspecto subjetivo, los argumentos exculpatorios planteados por el disciplinable tal y como lo fueron para la primera instancia, no resultaron contundentes para desvirtuar los cargos imputados ni constituyen justificación de la conducta reprochada, en cuanto a que su función fue simplemente enviar el oficio mediante el cual se remitieron las diligencias a los Juzgados Civiles Municipales de esta ciudad, lo cual no es cierto ya que en su versión libre relató de manera detallada, los hechos que se presentaron con posterioridad a esa remisión, precisando que el señor Pedro Pablo Gómez Ramírez efectivamente había radicado los documentos y que el proceso había correspondido al Juzgado 67 Civil Municipal de Bogotá bajo el No. 2010-01358, puntualizando frente al estado de la actuación “…Está al despacho, la restitución salió pero no se reclamó porque la señora María notificó días antes que los inquilinos se habían ido…”

A su vez, no resulta coherente la explicación de los hechos que rodearon la entrega de los $100.000 al Juez de Paz CARLOS JULIO MORA MARIÑO pues no es lógico que haberlo consultado con el presunto tercero tramitador hubiese procedido a señalarle la cantidad a la quejosa, y menos que ella procediera a entregarlos con destino a un desconocido a quien además se le iba a confiar la documentación pertinente para la restitución del inmueble. Tampoco puede ser relevado de responsabilidad por la entrega del dinero por él solicitado y recibidos por un tercero, ya que la conducta enrostrada en el pliego de cargos fue la vulneración a la prohibición de recibir dineros de los usuarios por actuaciones, trámites o procesos relacionados con el ejercicio de sus funciones de administrar justicia en equidad, no obstante ser esa labor gratuita y no poder recibir ninguna contraprestación o remuneración económica a nombre propio o de un tercero.

De acuerdo con lo anterior, y sin entrar a efectuar más razonamientos sobre el asunto, es claro que el Juez de Paz CARLOS JULIO MORA MARIÑO, trasgredió la prohibición tipificada en el artículo 154-15 de la Ley 270 de 1996, esto es “Recibir cualquier tipo de remuneración de los interesados en un proceso, por actividades relacionadas con el ejercicio del cargo”. Conducta a la cual se le subsumió la prohibición descrita en el numeral 6º ibídem, conforme a lo reseñado en líneas anteriores.

En consecuencia, y teniendo en cuenta lo anterior, esta Sala modificará la sentencia respecto de que la conducta tipificada en el numeral 6º del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, queda subsumida en la establecida en el numeral 15° de la misma normatividad.
DE LA SANCIÓN.

En cuanto a la sanción impuesta por el a quo de suspensión en la labor de Juez de Paz por el lapso de seis (6) meses, esta Sala observa, tal como se indicó líneas atrás, que por el hecho de que en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 se establezca que los jueces de paz y de reconsideración “podrán ser removidos de su cargo”, ésta sea la única sanción posible aplicable por vía disciplinaria. 

En efecto, nótese que el artículo 34 citado no es una norma de carácter imperativa, es decir aquella que deba cumplirse en sus estrictos términos, conforme aparece en la disposición, en otras palabras, en este tipo de normas que no dan la posibilidad de que quienes deben aplicarla puedan obrar en forma diferente, sino facultativa en la medida que el operador jurídico la puede aplicar o no de acuerdo al caso en concreto. Así, cuando el artículo 34 mencionado se indica que “podrán” ser removidos del cargo, sólo significa que el Juez Disciplinario tiene la facultad de imponerla o no.

Entonces, tal como antes se estableció, la sanciones a imponer a los jueces de paz y reconsideración deben ser, aparte de la especial prevista en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, las señaladas en la Ley 734 de 2002, dependiendo de la gravedad de la conducta y la forma de culpabilidad, a los cuales debe acudir el juez disciplinario, teniendo en cuenta además los criterios de graduación señalados en ésta última normatividad.
En el caso en estudio, la Sala a quo consideró que la conducta desarrollada por el inculpado fue  grave, según lo preceptuado en el artículo 50 de la Ley 734 de 2002,  pues su conducta cobró una gran trascendencia social, en el entendido de que quien la cometió es un juez de paz, elegido por la propia comunidad para que fuera intermediario en la solución de conflictos, además su actitud menoscaba la confianza de los usuarios frente a la administración de justicia en equidad, el que con ocasión de su cargo les sugiere terceros intermediarios en cuyo favor negocia y recibe dineros.

Y a título de dolo, ya que la situación fáctica reseñada pone en evidencia el proceder consciente y voluntario del señor- Juez de Paz CARLOS JULIO MORA MARIÑO, en recibir dineros con destino a tercera persona para adelantar el trámite judicial de restitución de bien inmueble arrendado, conducta que es netamente dolosa al apartarse deliberadamente de la honradez y la moralidad que le resultan exigibles.

Aunado a lo anterior, el disciplinable MORA MARIÑO con su conducta se llevó de tajo la jurisdicción de paz, la cual en esencia es gratuita y al servicio de los más pobres, atentando contra la moralidad, pulcritud, honestidad como componentes de la ética funcional y que custodia nuestro derecho disciplinario, siendo este tipo de conductas las que más interesan para depurar de ese flagelo contaminante la loable función pública, por ello es ejemplarizante la sanción impuesta.

Pues bien, la calificación que hizo el a quo de la conducta, y la sanción impuesta, la comparte la Sala a pesar de subsumirse la conducta del artículo 154 numeral 6º en la descrita en el numeral 15º de la misma normatividad, por cuanto, como antes se precisó está ajustada a derecho,  en la medida que se ajusta a los criterios establecidos en el artículo 43 y 55 del C.D.U. para la graduación de la sanción 
En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: MODIFICAR la sentencia proferida el 26 de abril de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, en el sentido de subsumir la falta descrita en el numeral 6º del artículo 154 de la Ley 270 de 1996 en la falta del artículo 154 numeral 15º ibídem, conforme a las motivaciones de este proveído.
SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 26 de abril de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, por la responsabilidad disciplinaria del señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO, por la cual se le sancionó con suspensión de seis (6) meses en el ejercicio de JUEZ DE PAZ DE CONOCIMIENTO DEL DISTRITO No. 8º DE KENNEDY, por haber infringido las prohibición prevista en el numeral 15 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996.  
TERCERO: DEVOLVER el expediente a su lugar de origen.
NOTIFÍQUESE  Y CÚMPLASE 
 MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA     JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
                Presidenta                                                   Magistrado
 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ               ANGELINO LIZCANO RIVERA

                  Magistrada                                                       Magistrado
       NÉSTOR OSUNA                                           WILSON RUIZ OREJUELA
            Magistrado   


                             Magistrado

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Magistrado
                                           YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

          



      Secretaria Judicial

SALVAMENTO DE VOTO

Bogotá D.C., veintiuno (21) de marzo de dos mil catorce (2014)  
Magistrada Doctora JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ 
          Magistrado Ponente Dr. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO 
          Radicación No. 110011102000 201005237 01
          Aprobado en Sala No. 5 del 5 de febrero de 2014
Negada la ponencia que puse a consideración de la Sala, el 14 de noviembre de 2013 –sala 88-, con el debido respeto me permito manifestar que SALVO VOTO con respecto a la decisión mayoritaria asumida por la Sala como lo había expresado en el proyecto negado, al considerar que en la presente investigación se debía decretar la nulidad de la actuación adelantada contra el doctor CARLOS JULIO MORA MARIÑO, Juez de Paz del Distrito 8º Localidad de Kennedy, conforme las razones que a continuación  se relacionan:

“De la Nulidad 

Previo al estudio de la consulta contra la sentencia bajo examen, debe recordarse que el artículo 144 de la Ley 734 de 2002, señala que en cualquier estado de la actuación disciplinaria, cuando el funcionario que conozca del asunto advierta la existencia de alguna de las causales previstas en el artículo 143 ejusdem, oficiosamente deberá declarar la nulidad de lo actuado; teniéndose que las causales generadores de esta sobre el procedimiento disciplinario son: 
1) La falta de competencia del funcionario para proferir el fallo.
2) La violación del derecho de defensa del investigado y
3) La existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso.

En virtud de los principios que rigen las nulidades, esta Corporación ha venido sosteniendo la tesis según la cual su declaratoria constituye un remedio extremo que sólo puede decretarse cuando la grave inconsistencia procesal no pueda corregirse sino rehaciendo parte del trámite, situación que es objeto de análisis en el sub lite, a efectos de determinar si la inconformidad de la decisión adoptada por el Seccional de instancia con el ordenamiento jurídico, cumple tal requerimiento.

En igual sentido, frente al principio de trascendencia, esta Colegiatura ha venido sosteniendo que la nulidad no puede invocarse solo en interés de la Ley, sino que es necesario que “la irregularidad sustancial afecte las garantías de los sujetos procesales o socave las bases fundamentales del juicio, de tal manera que su declaratoria se encuentra orientada a que se corrijan errores prominentes en la tramitación del proceso y en el tratamiento del disciplinado” (véase radicado 760011102000200701798 01, Sala 35 del 6-04/11, M.P. JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ).
Bajo tales presupuestos, la Sala de Casación Penal, mediante sentencia del 15 de febrero de 1990, M.P Jorge Carreño Luengas, ha dicho: 

“La nulidad consecuencia del principio de legalidad del proceso, busca establecer la intangibilidad de las formas propias de cada juicio, por ser éstas el marco dentro del cual puede ejercer el estado su derecho de sancionar, y por cuanto constituyen la garantía de la persona respecto de la salvaguarda de su libertad y del aseguramiento de oportunidades y medios idóneos para su defensa.”

De la legalidad de la actuación

En el sub examine, se observa la configuración de la tercera de las causales citadas en precedencia, por cuanto se evidencia una nulidad que surge de la normatividad presuntamente vulnerada por el señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO en su calidad de Juez de Paz del Distrito 8 de la Localidad de Kennedy, al hallarlo responsable de infringir el artículo 154 numerales 6 y 15 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 y el artículo 196 de la Ley 734 de 2002;  lo anterior, por cuanto a juicio de esta Superioridad los cargos así como el fallo sancionatorio debieron erigirse sobre normatividad exclusiva de la Ley 497 de 1999. 
A fin de modular los alcances del postulado en cita, se hace necesario plasmar la siguiente acotación:

Frente a esta Jurisdicción, el artículo 247 de la Constitución Política consagra como una de las Jurisdicciones Especiales la de Paz, señalando que los jueces que la administran están encargados de resolver en equidad conflictos individuales y comunitarios; en tanto, este mecanismo promueve la solución pacífica de las controversias en el contexto comunitario, y lejos de pretender sustituir la administración de justicia en manos de las autoridades estatales, comporta un espacio diferente al de los estrados judiciales, para brindar la posibilidad de que con el concurso de particulares, se logren dirimir controversias de manera pacífica. 

En Sentencia C-059 de 2005, la Corte Constitucional indicó:

“Según consta en los antecedentes de la norma constitucional, [artículo 247] la jurisdicción de paz fue creada como una vía expedita para la resolución de conflictos individuales y comunitarios. En ella subyace el deseo de construir la paz desde lo cotidiano, de alcanzar la convivencia pacífica a partir de una justicia diferente a la estatal, tanto por su origen y el perfil de los operadores, como por los fines y los mecanismos propuestos para su ejecución. 

En este sentido puede afirmarse que la implantación de los jueces de paz está animada por la búsqueda de la concordia entre los ciudadanos, a partir de su esfuerzo participativo en la solución de conflictos individuales y colectivos, mediante el empleo de mecanismos de administración de justicia no tradicionales”. 

Acorde a lo antes expuesto, debe decirse que con la expedición de la Ley 497 de 1999, el legislador entendió que la función de los Jueces de Paz no se ciñe a ser otros operadores judiciales que apoyan la descongestión de los despachos judiciales, sino esencialmente facilitadores de procesos de aprendizaje comunitario, pues lo más importante de esta jurisdicción, es brindar la posibilidad para que las comunidades construyan en forma participativa unos ideales de lo justo, y desarrollen también en forma integrada y armónica habilidades de resolución pacífica de conflictos, a partir del interés que suscitan los cotidianos problemas sociales.   

En relación con esta temática indicó el máximo Tribunal Constitucional en la sentencia anteriormente mencionada, lo siguiente:

“En verdad, la acción de los jueces de paz refleja las convicciones de su comunidad acerca de lo que es justo, al tiempo que promueve la participación de todos y todas en la búsqueda de soluciones pacíficas, propendiendo por la elaboración de paradigmas comunitarios, “es decir, que se vive, a instancias del Juez de Paz como un territorio y un momento en el que los disímiles saberes de cada integrante de la comunidad se ponen en función de buscar soluciones pacíficas y satisfactorias a los conflictos. Así, la comunidad toda aprende nuevas concepciones de justicia y se crea una suerte de jurisprudencia comunitaria, replicable o no
”.     

De tal manera que la Ley 497 de 1999, consagró los principios generales sobre la Jurisdicción de Paz, permitiendo mediante la figura de los Jueces de Paz al ciudadano del común participar en la función pública de administrar justicia, involucrándose en la solución pacífica de conflictos, especialmente de aquellas cuestiones que si bien pueden aparentar ser de menor entidad, realmente afectan la convivencia cotidiana y pacífica de toda la comunidad, e indicó asimismo la Corte Constitucional lo siguiente en el mismo referente jurisprudencial:


“se trata, en últimas, que personas que en principio no cuentan con una formación jurídica, pero que son reconocidas dentro de la comunidad a la que pertenecen por su capacidad, su ecuanimidad y su sentido de la justicia, puedan ocuparse de asuntos que por su sencillez no ameriten el estudio por parte de la rama judicial, ni supongan un conocimiento exhaustivo del derecho. Con todo, valga anotar que se trata de inconvenientes en apariencia pequeños o intranscendentes, pero que afectan de manera profunda la convivencia diaria y pacífica de una comunidad, por lo que la labor a ellos asignada resulta a todas luces esencial”. 

Corolario a lo anterior, la Corte Constitucional en sentencia T- 796 de 2007 frente al ámbito jurídico de la Jurisdicción de Paz ha señalado reiteradamente:

“…Sus decisiones, como lo ha destacado la jurisprudencia escapan el ámbito de lo jurídico, su campo de acción es justamente administrar justicia en aquellos eventos de menor importancia en que el rigor de la ley no resulta aplicable, o en que el derecho no provee una solución plausible, o simplemente en los que las partes prefieran una solución amigable y concertada.”

“(…)

“De otra parte, no puede censurarse a un juez que carece de formación jurídica la eventual incursión en errores que entrañan manifiesto desconocimiento del orden jurídico.

(…)”.

Así mismo, la referida Corporación a fin de estructurar la naturaleza y teleología de los jueces de paz, en la referida sentencia C-059 de 2005. MP. Clara Inés Vargas Hernández, precisó:

“…La Corte ha destacado las diferencias estructurales y de concepción que el legislador estableció entre la denominada justicia estatal – formal, y la justicia en equidad confiada a los jueces de paz: “A fin de conseguir la comprensión de la verdadera naturaleza y objeto de los jueces de paz, se exige apartar cualquier consideración teórica o práctica  de Derecho Tradicional, esto es, desnudarla [de exigencias científicas prevalentes] en éste, para visualizar la esencia popular y no científica de aquellos”.   

El Tribunal Constitucional en la sentencia C-059 de 2005, indicó:

“En verdad, la acción de los jueces de paz refleja las convicciones de su comunidad acerca de lo que es justo, al tiempo que promueve la participación de todos y todas en la búsqueda de soluciones pacíficas, propendiendo por la elaboración de paradigmas comunitarios, “es decir, que se vive, a instancias del Juez de Paz como un territorio y un momento en el que los disímiles saberes de cada integrante de la comunidad se ponen en función de buscar soluciones pacíficas y satisfactorias a los conflictos. Así, la comunidad toda aprende nuevas concepciones de justicia y se crea una suerte de jurisprudencia comunitaria, replicable o no”

Ahora bien, bajo el entendido, se reitera, que los Jueces de Paz son personas sin una formación jurídica, reconocidas dentro de la comunidad a la cual pertenecen por su capacidad, su ecuanimidad y su sentido de la justicia, los cuales se ocupan de asuntos que por su sencillez no ameritan el estudio por parte de la rama judicial, ni suponen un conocimiento profundo del derecho positivo, oportuno entonces se hace precisar que justamente por tratarse de particulares que administran justicia en equidad, no ostentan la calidad de servidores públicos  situación que encuentra arraigo legal en el artículo 123 de la Carta Política, y en la misma praxis jurídica, en tanto los Jueces de Paz son nombrados pero no se posesionan como tales. 

Bajo las anteriores premisas, y conforme a la sentencia C-720 de 2006, emitida por la Corte Constitucional, NO PUEDE ENTENDERSE QUE FRENTE A LA LABOR desempeñada por los Jueces de Paz y en el análisis de las conductas desplegadas en ejercicio de sus funciones, se les deba aplicar la violación de los deberes consagrados en la Ley 270 de 1996 y las faltas consagradas en la Ley 734 de 2002, como en este asunto se erigió el pliego de cargos
, pues existe una ley especial que nomina los comportamientos irregulares de éstos, describiendo qué clase de acciones atentan contra su función, de allí que en un claro respeto por el principio de legalidad y de estricta tipicidad, este debe ser el marco normativo en materia sancionatoria que debe orientar a los operadores de justicia frente a las infracciones de los Jueces de Paz, sin perjuicio del principio Universal de favorabilidad y del procedimiento que por integración normativa debe aplicarse con fundamento en las previsiones consagradas en el Código Disciplinario Único. 

Conforme a las anteriores previsiones y presupuestos, se tiene que en materia  disciplinaria a la Jurisdicción de Paz, le surgen como evidentes dos eslabones inescindibles, valga decir, la Ley 497 de 1999 y los Jueces de Paz, de tal manera QUE NO RESULTE ACERTADO analizar su conducta frente a los deberes y prohibiciones previstos en la Ley 270 de 1996 específicamente los numerales 6 y 15 del artículo 154, y concordarla en el sub lite con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, precisamente por la diferencia sustancial que enmarca el ámbito de sus funciones, por el rol que desempeñan y por las características propias de su investidura, pues no obstante aunque se hallan provistos de jurisdicción, no por ello son equiparables a los tradicionales funcionarios judiciales, que a decir del Estatuto de la Administración de Justicia recae en Magistrados, Jueces y Fiscales.   

Así las cosas, esta Sala observa, que la Colegiatura a quo al endilgar responsabilidad ética al Juez de Paz en el pliego de cargos por incurrir en la prohibición descrita en los numerales 6 y 15 de la Ley 270 de 1996, a más de imponerle una sanción de suspensión de seis (6) meses en ejercicio del cargo, contrarió el principio de legalidad, el cual se encamina a proteger que nadie sea juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, nota característica del Estado de Derecho y la esencia del referido principio.

Bajo tal premisa, el principio de legalidad se erige como bastión esencial propio del Estado Social y Democrático de Derecho, que garantiza a toda persona que no puede ser juzgado ni condenado sino por actos previamente definidos en forma clara e inequívoca en la Ley como punibles. Se trata por tanto de una garantía reconocida en múltiples convenios internacionales sobre derechos humanos y que la Constitución Política de 1991 recoge y reglamenta en el artículo 29.

Respecto del tema de la legalidad, la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T-516 de 1992, los Magistrados Ponentes Fabio Morón Díaz, Simón Rodríguez Rodríguez y  Jaime Sanín Greiffenstein han manifestado que:
“Desde un punto de vista objetivo, el principio de legalidad constituye uno de los fundamentos bajo los cuales está organizado constitucionalmente el ejercicio del poder en un Estado social de derecho (C.N. art. 1º).  Por otra parte, desde el punto de vista subjetivo, el respeto por el principio de legalidad constituye una garantía fundamental del derecho al debido proceso, que vincula a todas las autoridades del Estado y que se concreta en el respeto de los derechos adquiridos, de los procedimientos, y del derecho de defensa.  En efecto, el principio de legalidad circunscribe el ejercicio del poder público al ordenamiento jurídico que lo rige, “de manera que los actos de las autoridades, las decisiones que profieran y las gestiones que realicen, estén en todo momento subordinadas a lo preceptuado y regulado previamente en la Constitución y las leyes.”  La Corte ha sostenido que este principio puede concretarse en dos aspectos, a saber: 1) que exista una ley previa que prevea la hipótesis o situación de que se trate, y 2) que tal tipificación sea precisa en la determinación y consecuencia de dicha situación o conducta, aspectos que buscan limitar al máximo la facultad discrecional de la administración en ejercicio de sus prerrogativas”

Sin embargo, lo anterior no significa en manera alguna la inexistencia de un régimen disciplinario, en tanto conforme a lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, se precisa el control disciplinario para los jueces de paz:

“Artículo 34. Control disciplinario. En todo momento el juez de paz y los jueces de paz de reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo.”

Tal análisis permite entonces afirmar el principio de legalidad de la sanción, porque si bien la descripción normativa en cita es la correspondiente a un tipo en blanco, no por ello se contradice tal postulado inherente a la garantía fundamental al debido proceso consagrado en el artículo 29 Superior, pues el acudir a tales garantías y derechos, o calificar como censurable una conducta que afecte la dignidad del cargo, no es óbice para dejar de efectuar la labor de tipificación de las faltas, que es propia del operador judicial disciplinario. 

Así las cosas, contrario al planteamiento la Sala de primer grado, el formular pliego de cargos y sancionar por comportamientos previstos en la Ley Estatutaria de Administración de Justicia y en el Código Disciplinario Único, a los Jueces de Paz, no consulta la voluntad del legislador ni el precedente jurisprudencial sobre la materia, de excluir a estos  particulares; en tanto la misma legislación previó en la Ley 497 de 1999 como quedó de manifiesto, el conjunto de situaciones en que éstos son destinatarios de juicios disciplinarios, de tal manera que no cualquier comportamiento los haga merecedores de la remoción del cargo, por cuanto para tal decisión se requiere de un grado de DOLO compatible a un grosero y bajo comportamiento penal reprochable a cualquier persona.

Ahora, si lo que se trata es de hacer más benévola la sanción al Juez de Paz, ello no atina hasta el momento el querer del legislador plasmado en la Ley 497 de 1999, pues la sanción de remoción del cargo como se itera, debe entenderse no para cualquier equivocación jurídica propia de una persona sin formación jurídica, si no para aquéllos comportamientos los cuales además de groseros deriven en un grado superior de DOLO exigible a cualquier persona; de allí que las sanciones por faltas leves o graves no tengan cabida en la legislación examinada, pues se insiste no cualquier equivocación jurídica le es exigible a un Juez de Paz.

Lo anterior, encuentra también su arraigo en el mismo proyecto de Ley 248 de 2011-régimen de los Jueces de Paz-, que hoy se examina en el Senado Corporación en la cual se pretende que “el Juez Disciplinario para la aplicación de la citada ley, [tenga] en cuenta durante el trámite del proceso y al momento de la decisión, el especial perfil del Juez de Paz, la naturaleza de la función y la gratuidad del servicio que presta”.

Bajo los anteriores presupuestos, al imputarse una falta o un deber, distinto al consagrado en la Ley especial que gobierna la Jurisdicción de los Jueces de Paz, se quebranta el mandato superior contenido en el artículo 29 de la Carta Política al preceptuar que “nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” principio democrático que exige al legislador definir de manera clara, concreta e inequívoca las conductas reprobadas disciplinariamente, así como el señalamiento anticipado de las respectivas sanciones, al igual que el establecimiento de las reglas sustantivas y procesales para la investigación y la definición de las autoridades competentes que dirijan y resuelvan sobre la responsabilidad disciplinaria de los funcionarios investigados.

A fin de modular los alcances de los postulados desarrollados, se hace necesario plasmar las siguientes acotaciones, precisando que (i) La conducta de los Jueces de Paz en ejercicio de sus funciones puede ser objeto de sanción siempre y cuando ella sea constitutiva de atentados contra las garantías y derechos fundamentales o por afectación a la dignidad del cargo y en aquellos eventos en que no se requiera conocimientos jurídicos, a fin de no enervar la culpabilidad, en tanto sólo es exigible lo que humanamente está al alcance del disciplinable, y así mismo (ii) la única sanción a la cual se pueden hacer acreedores los Jueces de Paz cuando se demuestre que han incurrido en tales faltas, es la remoción del cargo.

En desarrollo de la anterior premisa, dicha sanción se muestra lógica atendiendo a la naturaleza de la función y a la expectativa social frente al papel que desempeñan y al DOLO exigible para su remoción, de allí que resulte contrario al ordenamiento imponerles sanciones propias de otras leyes, en la medida que no son servidores públicos, existe imposibilidad de registrar tales sanciones en la Procuraduría y aún más, piénsese cómo se le podría imponer una sanción de multa si en ejercicio de sus funciones no devengan salario alguno, o cómo suspenderlos por un lapso determinado en el cargo, si no existe forma de reemplazarlos y en su lugar encargar a otro juez, para seguir garantizando el servicio, pues se trata de cargos de elección popular.

Conforme lo anterior, y viendo que los artículos 15 a 18 de la Ley 497 de 1999 contemplan el régimen de inhabilidades, impedimentos e incompatibilidades de los Jueces de Paz y de los Jueces de Reconsideración, se crea un argumento adicional para descartar la aplicación de la normatividad consagrada en la Ley 270 de 1996 en esta materia, para estos administradores de la justicia de paz, en la medida en que el legislador se encargó de establecer para ellos una reglamentación especial.  

Lo anterior no sin antes observar al Juez Disciplinario de instancia, el deber de no apartarse de la normatividad legal que debe aplicar en los casos puestos a su consideración, para así evitar la generación de nulidades las cuales sólo redundan en la afectación del principio de celeridad, en tanto se trata es de aplicar los mandatos legales y no hacer interpretaciones  frente a situaciones que como nos asiste están regladas y desarrolladas al amparo del precedente jurisprudencial.

En este orden de ideas, en materia disciplinaria, el artículo 29 de la Carta Política preceptúa frente al principio de legalidad que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, con el lleno de las formalidades y garantías establecidas en las leyes, de la cual forma parte trascendental la adecuación típica de las conductas.

Estos principios llevan a sostener a esta Corporación que en este caso, la actuación surtida con posterioridad al auto de cargos disciplinarios emitidos por la primera instancia al encontrarse alejada del contenido de la ley y la adecuación típica erigida en las Leyes 270 de 1996 y 734 de 2002, debe invalidarse a efectos que se subsane la falencia y se restablezca el orden jurídico.”
De los Señores Magistrados, en los anteriores términos dejo planteado mi salvamento de voto.

Se remite a la Secretaría Judicial un expediente en 3 cuadernos con  45-45-221 folios.

Atentamente,

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ

Magistrada 

SALVAMENTO DE VOTO

De manera atenta, la suscrita advierte la necesidad de salvar el voto en la decisión aprobada hoy por la mayoría de la Sala, a través de la cual se decidió confirmar –con modificación- la sentencia sancionatoria del 26 de abril de 2013, por medio de la cual fue declarado disciplinariamente responsable el señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO, en su condición de Juez de Paz del Distrito Judicial 8° de la Localidad de Kennedy.
El reproche por el cual se sancionó al mencionado Juez de Paz corresponde al desconocimiento del deber consagrado en los numerales 6 y 15 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996 (en la segunda instancia se modificó el fallo apelado para subsumir el numeral 6 en el 15 de la citada norma).

El motivo de mi disentimiento con lo resuelto por la mayoría de la Sala, consiste precisamente en que se conociera de fondo y se considerara que el Juez de Paz, incurrió en una falta disciplinaria prevista en la Ley 270 de 1996, en lugar de declararse la nulidad conforme a los argumentos que a continuación se exponen:

Más allá de que los Jueces de Paz constituyen una jurisdicción especial que  --dentro de la estructura del Estado--  pertenecen a la Rama Judicial y por imperativo de rango supralegal (artículo 247 de la Constitución Política), tienen la función de resolver en equidad conflictos individuales y comunitarios, no sustituyen sin embargo  a la administración ordinaria de justicia por cuanto que, no por su carácter de jueces autónomos e independientes, dejan de ser simples ciudadanos en ejercicio que dirimen controversias en forma consensuada y no conforme a derecho sino en equidad; pues de ese modo  fue  como lo reglamentó la Ley 497 de 1999.

Forma parte, pues, este instrumento de los denominados mecanismos de política criminal alternativa, en la medida en que no dejan de entrañar una cierta suerte de desjudicialización de los conflictos y de instancia alterna y complementaria a los jueces ordinarios, propia del  modelo de Estado y de la forma de gobernabilidad democrática adoptada por el Constituyente de 1991. 

Por eso la H. Corte Constitucional, sobre la materia ha planteado lo siguiente en su sentencia C-103 de 2004: 
“(…) La figura de los jueces de paz también es reflejo de la filosofía democrática y participativa que inspiró al Constituyente de 1991. Ya ha señalado la jurisprudencia de esta Corporación que “la institución de los jueces de paz se inscribe dentro del concepto de democracia participativa, al permitir la intervención del ciudadano en el cumplimiento de funciones del Estado, como lo es, en este caso, la judicial”
, y que “esta institución guarda también relación con algunos de los deberes que la Constitución consagra a cargo de la persona y del ciudadano, concretamente los de ‘propender al logro y mantenimiento de la paz” (Art. y 95-6 C.P.) y el de ‘colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia’ (Art. 95-7 C.P.)”
 En esa medida, la creación de los jueces de paz fue prevista como un canal para que el ciudadano común participe, en virtud de sus calidades personales y su reconocimiento comunitario, en la función pública de administrar justicia, jugando así un rol complementario al que asignó la Carta a las demás autoridades y particulares que participan de dicho cometido estatal: “se trata, en últimas, que personas que en principio no cuentan con una formación jurídica, pero que son reconocidas dentro de la comunidad a la que pertenecen por su capacidad, su ecuanimidad y su sentido de la justicia, puedan ocuparse de asuntos que por su sencillez no ameriten el estudio por parte de la rama judicial, ni supongan un conocimiento exhaustivo del derecho. Con todo, valga anotar que se trata de inconvenientes en apariencia pequeños o intranscendentes, pero que afectan de manera profunda la convivencia diaria y pacífica de una comunidad, por lo que la labor a ellos asignada resulta a todas luces esencial (…)”
.  

 “(…) Sus decisiones escapan el ámbito de lo jurídico, no deben fundamentarse en esa labor única del juez ordinario de fallar conforme a lo que establece la ley. A través de la equidad, entonces, se pretende también administrar justicia pero, por mandato constitucional, en aquellos eventos de menor importancia en que el rigor de la ley no resulta aplicable o no prevé una situación específica. No se busca, por ende, reemplazar las funciones del aparato estatal encargado de dirimir en derecho los conflictos existentes sino, por el contrario, complementarlo (…)”. 
De ahí, pues, que la naturaleza y la filosofía de la justicia de paz no sea otra que la que H. Corte Constitucional refiere en su sentencia C-059 de 2005:

“(…) Según consta en los antecedentes de la norma constitucional, [artículo 247] la jurisdicción de paz fue creada como una vía expedita para la resolución de conflictos individuales y comunitarios. En ella subyace el deseo de construir la paz desde lo cotidiano, de alcanzar la convivencia pacífica a partir de una justicia diferente a la estatal, tanto por su origen y el perfil de los operadores, como por los fines y los mecanismos propuestos para su ejecución. 

En este sentido puede afirmarse que la implantación de los jueces de paz está animada por la búsqueda de la concordia entre los ciudadanos, a partir de su esfuerzo participativo en la solución de conflictos individuales y colectivos, mediante el empleo de mecanismos de administración de justicia no tradicionales”. 

“En verdad, la acción de los jueces de paz refleja las convicciones de su comunidad acerca de lo que es justo, al tiempo que promueve la participación de todos y todas en la búsqueda de soluciones pacíficas, propendiendo por la elaboración de paradigmas comunitarios, “es decir, que se vive, a instancias del Juez de Paz como un territorio y un momento en el que los disímiles saberes de cada integrante de la comunidad se ponen en función de buscar soluciones pacíficas y satisfactorias a los conflictos. Así, la comunidad toda aprende nuevas concepciones de justicia y se crea una suerte de jurisprudencia comunitaria, replicable o no (…)”
.
Siendo  sin embargo ese el rol de los Jueces de Paz y esos sus cometidos políticos supremos, como que coadyuvan a perfilar el modelo político organizacional estatuido por la Carta, no ostentan la condición de servidores públicos en términos estrictos, y así lo ha reconocido ésta Sala al interior de un evento en el que concurren similares supuestos fácticos y jurídicos:

“(…) oportuno se ofrece precisar que justamente por tratarse de particulares que administran justicia en equidad, no ostentan la calidad de servidores públicos y ello encuentra sustento en el artículo 123 de la Carta Política, de manera que sin que haya lugar a discutir la competencia de las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura para conocer en primera instancia los procesos disciplinarios que en su contra se adelanten y de contera, en segundo grado, la competencia de esta Sala para desatar los recursos contra las decisiones de primer grado y conocerlas también en el grado jurisdiccional de consulta, tal como lo prevé el artículo 216 de la Ley 734 de 2002, no puede entenderse que frente a la labor que desempeñan los Jueces de Paz y en el análisis de las conductas que despliegan en ejercicio de sus funciones, se les deba aplicar el catálogo de faltas consagrado en dicha normatividad (…).

Por ende, tampoco resulta acertado afirmar que se hallan compelidos a observar los deberes previstos en el artículo 34 ibidem, ni menos aún que les están prohibidas las conductas señaladas en el artículo 35 de dicha Ley, sin perjuicio -se reitera- de que las actuaciones disciplinarias se adelanten conforme al procedimiento establecido en los artículos 150 y siguientes del C.D.U.

En  este  sentido,  conviene  precisar  que  las  normas  relativas  al  régimen  de  los jueces de paz (Capítulo Undécimo de la Ley 734 de 2002), hacen referencia exclusivamente  a  la  competencia  de  esta  Jurisdicción  para  investigar  y  juzgar su  conducta, mas excluye de manera clara la aplicación de los deberes, prohibiciones, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses, así como también el catálogo de faltas gravísimas, graves y leves y los criterios para graduarlas, porque la ley únicamente incluyó frente a tales tópicos, como destinatarios del régimen disciplinario a los Conjueces de la República, quienes, dicho sea de paso, profieren en los casos señalados expresamente por el legislador, decisiones en Derecho. 

De tal suerte, tampoco es posible analizar su conducta frente a los deberes y prohibiciones previstos en la Ley 270 de 1996 (artículos 153 y 154), precisamente por la diferencia sustancial  que enmarca el ámbito de sus funciones, por el rol que desempeñan y por las características propias de su investidura, pues no obstante que se hallan provistos de jurisdicción, no por ello son equiparables a los tradicionales funcionarios judiciales, que a decir de la Ley 270 de 1996 lo son los Magistrados, Jueces y Fiscales.   

Lo anterior no implica en manera alguna la inexistencia de un régimen disciplinario –sustantivo más no adjetivo- aplicable, pues conforme a lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 “Por la cual se crean los Jueces de paz y se reglamenta su organización y funcionamiento”:

Artículo 34. Control disciplinario. En todo momento el juez de paz y los jueces de paz de Reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo (…).

Así, la norma en cita permite arribar a las siguientes conclusiones:

La conducta de los jueces de paz en ejercicio de sus funciones puede ser objeto de sanción siempre y cuando sea constitutiva de atentados contra las garantías y derechos fundamentales o en los eventos en que sea censurable por afectación a la dignidad del cargo.

La única sanción a la cual se pueden hacer acreedores los Jueces de Paz cuando se demuestre que han incurrido en tales faltas, es la remoción del cargo, ordenada por esta Jurisdicción Disciplinaria.

Además dicha sanción se muestra lógica atendiendo a la naturaleza de la función y a la expectativa social frente al papel que desempeñan, en la medida en que sería por completo contrario al ordenamiento imponerles las comunes sanciones del Código Disciplinario Unico, pues vb. gr., como quiera que no son servidores públicos, existe imposibilidad de registrar tales sanciones en la Procuraduría y aún más, piénsese cómo se le podría imponer una sanción de multa si en ejercicio de sus funciones no devengan salario alguno, o cómo suspenderlos por un lapso determinado en el cargo, si no existe forma de reemplazarlos y en su lugar encargar a otro juez, para seguir garantizando el servicio, pues se trata de cargos de elección popular.

Tales premisas son necesarias a juicio de la Sala, para determinar que la competencia otorgada por el artículo 216 de la Ley 734 de 2002, excluye la aplicación integral de dicha normatividad, máxime cuando lo cierto es que estos jueces cuentan con una reglamentación especial (…)”
.  

De acuerdo, entonces, con el criterio ya decantado por la Colegiatura y  los puntuales señalamientos jurisprudenciales respecto del tema, es claro que la actuación procedente de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, se  encuentra viciada de nulidad por la existencia de irregularidades sustanciales que afectan el debido proceso, como  viene a serlo el imputarle a un Juez de Paz normas (artículo 154, numerales 6 y 15 de la Ley 270 de 1996), aplicables por antonomasia a los servidores públicos y judiciales, desconociendo así el principio de especialidad, según el cual la norma especial prima sobre la general. 

Aceptar esta indebida aplicación del CDU y de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, es permitir que particulares sean disciplinados como servidores públicos, cuando para ellos el Legislador previó un régimen especial; y esa sola circunstancia  --en que de por medio está el principio de legalidad estricta, que no puede tampoco confundirse con el legalismo--  de por sí imponía a esta Superioridad la necesidad de corregir el yerro en que incurrió la Sala de instancia al formular la imputación jurídica, en orden a reconducir el proceso por los cauces de la normalidad.

Y no podía convenirse aquí en una hipótesis de atipicidad y consecuencial absolución, pues la verdad es que  --como lo advierte un conocido principio antropológico--  los hechos, es decir, lo fáctico,  una vez producido existe y no puede ser modificado, de suerte tal que sí lo fácticamente imputable permanece,  el presupuesto objetivo no ha desaparecido y por consiguiente lo que resta es la correcta adecuación típica o jurídica de la conducta, remitiéndose para ello a lo previsto en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, que es la norma que condensa las faltas específicamente atribuibles a los Jueces de Paz: “atentar, en el ejercicio de sus funciones, contra las garantías y derechos fundamentales u observar conducta censurable que afecte la dignidad del cargo.”  

Así las cosas, de cara a la sustancialidad, o lo que es lo mismo, más allá de los controles puramente jurídico formales, el remedio razonable era la nulidad
 parcial
 de la actuación a partir del auto de cargos, inclusive, para que, el Seccional de primera instancia profiriera nuevamente una decisión acorde con las consideraciones plasmadas en el presente proveído.

Además de lo expuesto, debe recordarse lo consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, “(…) Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio (…)” (subrayas y negrilla fuera de contexto original),  y no se cumple con las formas propias del juicio cuando a un particular se le imputa una falta, se lo enjuicia y se le impone una sanción como si fuese un servidor público.

Si, por otra parte, la clase de justicia que impone la Carta Política es la justicia material o real, no les toca a los jueces remitirse a aquella suerte de justicia aparente dentro de cuya lógica se privilegian los simples juicios jurídicos formales y de mera validez.

En un Estado Constitucional Social y Democrático de Derecho, uno de cuyos fines esenciales es el posibilitar y hacer realidad “la vigencia de un orden justo”  (artículo 2° C. N.), se comprende que la seguridad jurídica  --que no es lo mismo que el segurismo jurídico--  como categoría jurídica compleja que es, solo es predicable de las decisiones justas, pero entendidas éstas en sentido justo material y no apenas justo legal o justo formal.

Así, pues, si ningún juez de la República puede estar compelido a dictar sentencias injustas  --y a la injusticia se llega por exceso o por defecto--  la solución en el caso concreto, desde el punto de vista de los principios de razonabilidad y proporcionalidad no es otro que la nulidad, con todo y el odioso potencial de desazón y la fuerza absolutamente restrictiva o extrema ratio que se le reconoce.

No considera  la suscrita que por simple preponderancia de la forma sobre la sustancia y desbordado privilegio del legalismo, tenga que llegarse al punto extremo de una decisión sancionatoria como lo consideró la mayoría de la Sala, de acuerdo a las argumentaciones expuestas en precedencia. 

De los señores Magistrados, 

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

Magistrada

(EeRr)

SALVAMENTO DE VOTO

Bogotá D.C., 27 de marzo de 2014.
Magistrado Ponente:
PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO. 
Referencia:
Consulta sentencia contra CARLOS JULIO MORA MARIÑO, Juez de Paz del Distrito 8 de la Localidad de Kennedy – Bogotá.
Radicación:
No. 110011102000201005237 01
Aprobado según Acta de Sala No. 05 del 5 de febrero de 2014.
Honorables Magistrados compañeros de la Sala, de manera respetuosa sustento las razones para SALVAR MI VOTO en este caso, que fue aprobado mayoritariamente en la sesión del 5 de febrero de 2014 según Acta No. 05 de la misma fecha, donde se resolvió “CONFIRMAR la sentencia proferida el 26 de abril de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, por la responsabilidad disciplinaria del señor CARLOS JULIO MORA MARIÑO, por la cual se le sancionó con suspensión de 6 meses en el ejercicio de JUEZ DE PAZ DE RECONOCOMIENTO DEL DISTRITO No. 8 DE KENNEDY, por haber infringido la prohibición prevista en el numeral 15 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996”.
 (Sic a lo transcrito)
Considero que se incurrió en una irregularidad ya que al Juez de Paz investigado se le imputó el catálogo de deberes consagrado en la Ley 270 de 1996, violando lo establecido en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 que consagra, “En todo momento el juez de paz y los jueces de paz de reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo”, y se le atribuyó la violación a los deberes descritos en el artículo 154 de la Ley 270 de 1996 en el auto de pliegos de cargos y en el fallo sancionatorio.
Por lo anterior, emerge indubitable para el funcionario de conocimiento el deber de aplicar la norma consagrada en el régimen sancionatorio correspondiente, porque de lo contrario omite el debido proceso, que exige garantizar al procesado el derecho de defensa y el principio de legalidad, ordenado por el constituyente al redactar el inciso segundo del artículo 29 de la Constitución Política, “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”.

Lo anterior, señala que si el Legislador es el poder derivado designado por el Constituyente para definir los procedimientos, éstos deben ser cumplidos a cabalidad, por parte del operador disciplinario judicial.
Entonces, la anterior irregularidad sustancial se erige como nulidad de conformidad con lo preceptuado en el numeral 3 del artículo 143 de la Ley 734 de 2002, por lo cual se debió nulitar el auto del 10 de abril de 2012 mediante el cual se formuló pliego de cargos contra el Juez de Paz, que indudablemente vulneran el principio de legalidad, y el debido proceso.
Lo anterior, insistiendo en el deber de no apartarse de la normatividad legal que se debe aplicar en los casos que le son puestos a su consideración, logrando así que la justicia se consolide y se restablezca el tejido social armónicamente.
De los Honorables Magistrados,

ANGELINO LIZCANO RIVERA

Magistrado

Luis Guillermo Ramos Vergara.

ALCA.

� Sala 88 del 14 de noviembre de 2013.


� Conformaron la Sala los Magistrados MARÍA LOURDES HERNÁNDEZ MINDIOLA (Ponente) y ALBERTO VERGARA MOLANO. 


� Concepto tomado del módulo de formación No. 2 para los Jueces de Paz y Reconsideración,  Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla.





� “La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar.”





� C-037 de 1996


� Gordillo Guerreo, Carmen Lucía y otra. “Sistematización Evaluativa sobre la Jurisdicción de Paz en Colombia”. Ministerio de Justicia y del Derecho.  


� Folios 132 a 141 c. o, primera instancia.


�  Sentencia C-536 de 1995, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Id. 


� Id.


� Gordillo Guerreo, Carmen Lucía y otra. “Sistematización Evaluativa sobre la Jurisdicción de Paz en Colombia”. Ministerio de Justicia y del Derecho.  


� M.P. Angelino Lizcano Rivera, rad. 2005-00324.


� Art. 143.-Causales. Son causales de nulidad:


3º. La existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso.


� Las nulidades parciales son una herramienta de creación jurisprudencial orientada a morigerar los traumáticos efectos que suelen ellas desencadenar.


� Folio 43 c. 2ª Inst.
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